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«Decenio de la Igualdad de oportunidades para mujeres y hombres» 
«Año de la universalización de la salud»  

 
Lima, 12 de junio de 2020 

 
Oficio Nº 169-2020/DP                           
 
 
Señor Doctor 
Vicente Antonio Zeballos Salinas 
Presidente del Consejo de Ministros 
Presente.- 
 
  Asunto: Acciones para la seguridad ciudadana 

 

De mi mayor consideración:  
 

Me dirijo a usted para saludarlo cordialmente y, a la vez, referirme a la 
inseguridad ciudadana, un problema de especial importancia para la Defensoría 
del Pueblo, porque afecta derechos de primer orden, como a la vida, integridad, 
salud y propiedad de las personas y que, además, genera obligaciones de distintos 
actores estatales encargados de elaborar y ejecutar políticas públicas. 
 

Al respecto, señor Ministro, en su condición de Presidente del Consejo 

Nacional de Seguridad Ciudadana - CONASEC y con el fin de contribuir con el 
diseño de estrategias a favor de la seguridad y la convivencia pacífica, creemos 
oportuno poner a su disposición algunas apreciaciones relacionadas con el 
accionar policial para la prevención y represión del delito, así como con el 
funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana – SINASEC frente 
a la coyuntura del COVID -19, temas que –como recordará- fueron tratados en la 
primera sesión ordinaria del CONASEC. 
 

Sobre el particular, la Defensoría del Pueblo considera que ante el temor 
ciudadano del brote de la delincuencia luego del periodo de cuarentena1, se debe 
evaluar una fórmula legal que permita a la Policía Nacional del Perú continuar 
recibiendo el apoyo de las Fuerzas Armadas por un tiempo razonable, hasta 
garantizar su estabilización; preferentemente en labores de patrullaje, protección 
de instalaciones y servicios públicos esenciales, y para los demás supuestos 
justificados constitucionalmente, como la seguridad ciudadana2.  
 

Y es que, como es de público conocimiento, la institución policial se ha 
visto mermada por una serie de problemas surgidos en el contexto de la 
pandemia, como son las bajas por el fallecimiento de al menos 106 efectivos y 
más de 6,000 contagiados3, sumado a que otro grupo importante de ellos se 
encuentra en situación de riesgo y, en consecuencia, impedidos de ejercer sus 
funciones. 
 

                                                           
1 Según lo dispone el Decreto Supremo Nº 094-2020-PCM, publicado el 23 de mayo de 2020. 
 
2 Ello en el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Constitución Política del Perú y del 
Decreto Legislativo N° 1095, que establece reglas de empleo y uso de la fuerza por parte de las FFAA en el 
territorio nacional. 
3 De acuerdo a los datos ofrecidos por el ministro del Interior, Gastón Rodríguez, el 21 de mayo de 2020 (Ver: 

https://rpp.pe/peru/actualidad/mininter-hay-106-policias-fallecidos-por-la-covid-19-y-6-000-contagiados-
noticia-1267542). 
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Se debe recordar que si bien las medidas de confinamiento y de restricción 
de algunos derechos causaron una reducción significativa de la incidencia de 
delitos que propician una mayor percepción de inseguridad en la población, ello 
se debió también al papel trascendental desempeñado conjuntamente por ambas 
instituciones, causando un impacto disuasivo, persuasivo y garante de derechos 
y un notorio respaldo por parte de la opinión pública. 
 

Complementariamente a ello se debe asignar recursos a la Policía con el 
fin de repotenciar la capacidad operativa de sus unidades. Para ello será 
necesario partir del diagnóstico que proporcione la propia institución policial, 

teniendo en cuenta factores como el número de policías distribuidos por región, 
distritos y comisarías, versus el número de habitantes; el número de comisarías 
que cuentan con servicio de internet, unidades vehiculares en cada región, entre 
otros. 

 
Asimismo, es importante fortalecer el apoyo que brindan los gobiernos 

locales a la Policía y FF.AA. a través de los Serenazgos. En este sentido, se tendrá 
que evaluar la asignación de recursos económicos a las municipalidades 
afectadas por altas morosidades a consecuencia del incumplimiento del pago de 
arbitrios, producto de la actual crisis socio económica. Esta acción debe tener 
por finalidad reforzar exclusivamente sus servicios de seguridad ciudadana, como 
por ejemplo, a través de la contratación de personal, adquisición de unidades 
vehiculares, equipos y logística. 
 

En esta misma línea, resulta oportuno considerar el otorgamiento de una 
bonificación extraordinaria a los serenos, cualquiera sea su régimen laboral o 
modalidad de prestación de servicios4. De este modo, se estaría haciendo un 
reconocimiento a la labor que cumplen en distintas regiones del país en la 
denominada “primera línea”, colaborando con la comunidad y con la P.N.P y las 
FF.AA. para el acatamiento de las disposiciones de contención y protección, así 
como con sus respectivas municipalidades en acciones de control y fiscalización5.  
 

Por otro lado, en lo que respecta al SINASEC, la Defensoría del Pueblo 
considera que se hace prescindible rediseñar el Plan de Seguridad Ciudadana 

2019-2023, de acuerdo al nuevo panorama que se presenta por la pandemia del 
COVID-19.  
 

Además, es relevante normar en el más corto plazo la realización de las 
sesiones de los comités de seguridad ciudadana de forma no presencial o virtual. 
De igual forma, para permitir la participación de la sociedad civil, acorde con la 
finalidad de las consultas y audiencias públicas que establece la Ley N° 27933 y 
sus disposiciones reglamentarias, debiéndose convocar a las diferentes 
organizaciones vecinales, sociales, religiosas, culturales, educativas, 
empresariales, entre otras que se estime pertinente. 

 

                                                           
4 Tal fue el caso del  D.U. N° 026-2020, con el que se otorgó una bonificación extraordinaria a favor del personal 
de la salud y un bono extraordinario por la labor del personal asistencial que brinda atención por el COVID-19  
y del D.U. N° 053-2020, que reconoció un bono extraordinario al personal del INPE, el Programa Nacional de 

Centros Juveniles, las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional del Perú. 
 
5 Cabe advertir que muchos serenos  no cuentan con seguros de vida y de salud, no obstante que la Ley N° 

30485 estableció su incorporación en el seguro complementario de trabajo de riesgo. En el ámbito del 

coronavirus se han visto expuestos al contagio por la carencia de condiciones necesarias de bioseguridad para 

su protección. Esta situación inclusive ha ocasionado decesos y que un grupo considerable de ellos se 

encuentren aislados en cuarentena.  
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De igual manera, se debe brindar especial interés en fortalecer las 
estrategias de atención de la violencia intrafamiliar, principalmente contra las 
mujeres, adolescentes, niños, niñas y personas adultas mayores; debido a que 
este tipo de maltrato se siguió reportando en los días de confinamiento y es muy 
probable que se mantenga en ascenso por la ampliación de la cuarentena y luego 
de ella.  
 

Adicionalmente, la Defensoría del Pueblo sugiere evaluar la eficacia del 
Decreto Legislativo Nº 1458 y su reglamento, aprobado con el D.S. Nº 006-2020-
IN, marco legal que tiene por finalidad sancionar con multa a quienes infrinjan 

las medidas de aislamiento e inmovilización social obligatoria6; toda vez que se 
ha podido advertir que un gran número de infractores pertenecen a sectores 
vulnerables y de bajos recursos. 

 
Por otra parte, nuestra entidad propone insistir con la difusión de 

campañas de concientización ciudadana destinadas a (i) no colapsar las líneas 
telefónicas de emergencia (PNP, Bomberos, SAMU, etc) por situaciones que no 
ameriten realmente, ya que la prioridad debe ser la atención de personas con 
síntomas del COVID-19 o que necesiten información urgente al respecto; (ii) 
abstenerse de usar redes sociales para difundir “cadenas” o información no oficial 
que pueda generar un falso pánico e impactar negativamente en la percepción de 
la seguridad ciudadana, (iii) evitar conflictos con las autoridades competentes 
respecto de las disposiciones de carácter sanitario y (iv) ante el aumento del 
consumo del internet, mantenerse alerta para no caer en engaños que dan lugar 
a la comisión de delitos cibernéticos. 

 
En la confianza de encontrar una debida atención al presente, me valgo de 

la oportunidad para expresarle mi especial consideración y estima.  
 

Muy atentamente, 
 

 
Walter Gutiérrez Camacho 

Defensor del Pueblo 
 

 
 
 
 
 
 
CFM/wat 

 

                                                           
6 El artículo 4º de este Decreto Supremo señala expresamente que “la responsabilidad administrativa del 

infractor es independiente de la responsabilidad civil o penal que pudiera originarse por las acciones u 
omisiones que a su vez configuran la infracción administrativa”. 
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